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La Comisión Permanente del

Consejo de Estado, en sesión celebrada el

día 21 de mazo de 2019, con asistencia de

los señores que al margen se expresan,

emitió, por unanimidad, el siguiente

dictamen:

"En cumplimiento de la Orden

de V. E. de 28 de febrero de 2A19, con registro de entrada el día 4 de marzo

siguiente, el Consejo de Estado ha examinado la consulta potestativa que versa

sobre el Acuerdo suscrito el 12 de marzo de 2018 entre el Ministerio del lnterior,

sindicatos de Policía Nacional y asociaciones profesionales de la Guardia Civil.

De los antecedentes resulta:

Primero

El 4 de marzo de 2019 tuvo entrada en el Registro del Consejo de

Estado la consulta formulada por el Ministro del lnterior en estos términos:

"Por medio del presente, y al amparo de lo dispuesfo en el arfículo

2.2 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, vengo, en mi condicion de

míembro del Gobierno de España, a solícitar del Consejo de Estada que preside
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emisión de dictamen relativo al Acuerdo entre el Ministerio del lnterior,

sindicatos de Policía Nacional y asociacrbnes profesionales de la Guardía Civil,

de 12 de marzo de 2018, que fue objeto de publicación en e/ Boletín Oficial del

Estado n(tmero 69, de 20 de mazo del mismo aña -páginas 31476 y
siguientes-.

lnteresa conocer qué grado de vinculación jurídica tienen dicho

acuerdo y sus cláusulas para el Ministerio del lnterior, y en particular el de las

obligaciones y compromisos que pudìeran derivarse del carácter imperativo de

la cláusula Primera del acuerdo -dicha consultoría analizará las cífras de

equiparacion puesto a puesto, y fijará las correcciones que sean necesan,as,

que serán incorporadas una vez finalízado el trabajo de la Consultora-, asi
como el perímetro constítucional y marco normatívo que pueda amparar la

voluntad del ministerio de ímpulsar las medidas legislativas a gue se refiere la

cláusula Octava".

Segundo

En el Boletín Oficial del Estado de 20 de marzo de 2018 se publicó

la Resolución de 19 de maîzo de 2018, de la Secretaría de Estado de

Seguridad, firmada por don José Antonio Nieto Ballesteros, por la que se

publica el Acuerdo entre el Ministerio del lnterior, sindicatos de Policía Nacional

y asociaciones profesionales de la Guardia Civil. Su texto es el que sigue:

"TEXTO

Habiéndose suscrifo el 12 de mano de 2018 el Acuerdo entre el

Ministerio del lnterior y los síndicatos de Policía Nacional y asociaciones

profesionales de la Guardia Civil, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo

38.6 del texto refundído de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Ptiblico,

aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, en relación

con los artículos 3.1 de la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de iulio, de Régimen de

Personal de la Policía Nacional y 2.2 de la Ley 29/2014, de 28 de noviembre, de

Régimen del Personal de la Guardia Civil, esta Secretarla de Estado dispone la

publicacion en el <Boletín Oficial del Estadov de dicho Acuerdo como anexo a

esfa Resolucion.
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Madrid, 19 de marzo de 2018.-

El Secretario de Esfado de Seguridad, José Antonio Nieto

Ballesteros.

ANEXO

Acuerdo entre el Ministerio del lnterior, Srndicafos de Policía

Nacional y Asociaciones Profesionales de la Guardia Cívíl

El Mínisterío del lnterior, los principales Sindicatos de la Policía

Nacional (SUP, CEP, UFP y SPP) y las príncipales Asociacíones Profesionales

de la Guardia Civit (AUGC, lJO, AEGC, APROGC, UN\ÓNGC, ASFSGC y
AP-GC), tras el proceso de negociación llevado a cabo, y desde la perspeetiva

de alcanzar Ia equíparacíon salarial de las Fuerzas y Cuerpos de Segurídad del
Estado con /os cuerpos policiales autonómicos gue desarrollan funciones

similares, ímpulsar la modernización, mejorar la calidad en la prestación del
servicio y mejorar las condiciones de trabajo de los funcionarios de /a Policía

Nacional y de la Guardia Civil, han convenido la necesidad de adoptar las

medidas gue se detallan en el presente acuerdo para la consecución de talfin.
En tal sentido, se pretende abordar un proceso de equiparación

gradual de las condiciones económicas de los funcionarios de la Policía

Nacional y de la Guardia Civil. Para e//o se establece un escenario de tres

ejercicios 2018, 2019 y 2020, con un imporfe total de 807 millones de euros que

serán destinados al Complemento Específico Síngular (el 90 % del total) y a
Productividad (el 10 % restante), más 100 millanes de euros adicionales gue se

destinarlan a incentivar el reingreso del personal de Segunda Actívidad sin

destino y Reserua no ocupada al servicio activo.

Las cantidades asþnadas a cada ejercicio son /as sþuienfes;
Cantidad asignada al ejercicio 2018: 310 millones de euros, mâs

100 millones de euros destinados a/personal de Segunda Actividad sin destino

y Reserua no ocupada. A esta cantidad se añadirán 90 millones de euros,

cantídad estimada para el colectívo de policías nacionales y guardias civiles

resultante del acuerdo de fecha I de mano de 2018, para el conjunto de la
función pública, lo que resultaría una cantidad total de 500 millones para este

ejercicio.

Cantidad asignada al ejercicio 2019: 250 míllones de euros,

cantídad que se acumulará a la asignada en el ejercicio anterior (310). Más 100

millones de euros destinados al personal de Segunda Actividad sin destino y
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Reserva no ocupada. A esta cantidad se añadírán 100 millones de euros,

cantídad estimada para el colectivo de polícías nacionales y guardias civiles

resultante del acuerdo de fecha I de marua de 2018 para el conjunto de la
funcíón p(tblica, lo que resultaría una cantidad total para este ejercicio de

450 millanes para este ejercício.

Cantidad asignada al ejercicio 2020: 247 millones de euros,

cantídad que se acumulará a la asígnada en los ejercicios 2018 y 2019 y que

hacen un total de 807 millones de euros. Más 100 millones de euros desfinados
al personal de Segunda Actividad sin destino y Reserua no ocupada. A esfa

cantidad se añadirán 110 millones de euros, cantídad estimada para el colectiva

de policías nacionales y guardias civiles resultante del acuerdo de fecha g de

marzo de 2018, para el conjunto de Ia función pública, lo que resultarla una

cantídad total para este ejercicio de 457 miltones para este ejercicio.

El proceso de equiparación se desarrollará conforme a to

establecido en /as siguientes

CLAUSULAS

Primera.

La Secretaría de Estado de Segurídad se compromete a contratar
los seruicios de una Consultoría Externa, que fije criterios objetivos de análisis
para garantizar que las 807 millones de euras suponen la equiparación salarial
total y absaluta. Dicha consultoría analizará las cifras de equiparación puesto a
puesto, y fijará las correccíones que sean necesarîas, que serán incorporadas

una vez finalizado el trabajo de la Consultora. Dicho estudio contará con la
participación de los técnicos de la Secretaría de Estado, Policía Nacional,

Guardia Civil y por los Srndicafos y Asociaciones Profesionales que han suscrito

el presente acuerdo o que en elfuturo quíeran adherírse.

Segunda.

No formará parte de /os 807 millones de euras, las cantidades
negociadas en Ia mesa general de la función p(tblica que recibirán todos los

funcíonarios y que se esfima en 300 millones de euros aproximadamente para

las Fuerzas y Cuerpos de Segurídad del Estado.

Tercera.

Se desfina rán 100 millones de euros cada ejercicio para incentivar

el reingreso del personal de Segunda Actividad sin destino y Reserua no

ocupada al seruicia activo.



-5-

CONSEJO DE ESTADO

Cuarta.

El presente acuerdo tendrá efecfos desde el 1 de enero de 2018 y
las cantidades retributivas del presente ejercicio se harán efectivas una vez

aprobados los Presupuesfos Generales del Estado.

Quinta.

El Mínísterio del lnterior se compromete a, en e/ caso de que los

Presupuesfos Gene rales del Estado para el año 2018 no llegaran a aprobarse,

establecer los mecanismos legislativos que sean necesarios para cumplir con la

cantidad comprometida para el presente año.

Sexfa.

Se creará una Comisión de Seguimienta General que será

presidida por el Secretario de Estado de Seguridad y que estará íntegrada por

un máximo de 2 representanfes de cada Sindicato y Asociación Prcfesional que

han suscrito el presente acuerdo y por representantes de las Direcciones

Generales de Policía y de Guardia Civil.

Séptima.

Corresponderá a las Dírecciones Generales de la Policía y de la

Guardia Cívil proponer a la Secretaría de Estado de Seguridad el criterio de

reparto de las cantídades entre los funcionarios de cada cuerpa. Para ello se

constítuírá una Comisión Tecnica de Seguímiento del presente acuerdo dentro

de cada Dirección General en la que participarán /os Sindicafos y las

Asocíaciones.

Octava.

El Ministerio del lnterior impulsará las medidas legislativas que

sean necesarias para garantizar que en el futuro no se pueda producir una

dísfunción salarial entre las policías que realicen las mismas funciones.

Novena.

Del presente acuerdo se dará cuenta al Consejo de Policía y al

Consejo de la Guardia Civil.

Décima.

El presente acuerdo se publicará en los Boletines de la Policla

Nacional y de la Guardia Civily en el <Boletín Oficial del Estado>.

Madrid, 12 de marzo de 2018.

-Por el Ministerio del lnterior: el Ministro, Juan lgnacio Zoido

Álvarez; el Secretario de Estado de Seguridad, José Antonio Níeto Ballesteros.
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-Por las organízaciones sindicales: Sindícato Unificado de Policía

(SUP), la Secretaria General, Mónica Gracia Sánchez. Confederación Española

de Polícía (CEP), el Secretarío General, Antonio Labrado Manzano. Union

Federal de Policía (IJFP), el Secretario General, Víctor Manuel Duque Leon.

Sindicato Profesional de Policía (SPP), el Presidente, José Antonio Calleia

Fuentes.

-Por /as Asocr,a ciones Profesionales de Guardia Cívil: Asociación

Unificada de Guardias Civiles (AUGC), el Secretario General, Albe¡to Moya

Acedo. Unión de Oficiales (UO), el Presidente, Francisco García Ruiz.

Asociación Española de Guardias Civiles (AEGC), el Presidente, Francisco

Benito Molina. Asociación Pro Guardia Civil (APROGC), el Presídente,

Fernando Ramírez Trejo. Unión de Guardias Civles (Union GC), el Secretario

General, Ramón Rodríguez Prendes. Asociación Escala Suboficiales (ASES-

GC), el Presidente, José Francisco Silva Nieto. Asociación Profesional de

Cabos de la Guardia Civil (AP-GC), el Vicepresidente, José Manuel Rodríguez

Tovaf'.

Tercero

El acuerdo de 9 de marzo de 2018 al que se refíere al antecedente

anterior es el ll Acuerdo para la mejora del empleo público y las condiciones de

trabajo, firmado por el Gobierno de España, a través de su Ministro de

Hacienda y Función Pública, don Cristóbal Montoro Romero, y las

organizaciones sindicales CC. OO., UGT, y CSIF.

La Resolución de 22 de matzo de 2018, de la Secretaría de

Estado de Función Púbfica, por la que se publíca el ll Acuerdo Gobierno-

Sindicatos para la mejora del empleo público y las condiciones de trabajo, se

insertó en el Baletín Oficial del Estado de 26 de marzo de 2018.

lnteresa destacar que el Acuerdo se alcanzó en la Mesa General

de Negociación de las Administraciones Públicas, con la previsión de una

mejora retributiva con el horizonte temporal a tres años (años 2018, 2019 y

2020). Sus previsiones habrían de incluirse en las sucesivas Leyes de

Presupuestos Generales del Estado, con una parte variable relacionada con el
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crecim¡ento de la economía. El Acuerdo afecta ademås a la tasa de reposición

de efectivos, con especial atención a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del

Estado y las Policías autonómicas y locales, que contarán con una tasa de

reposición del 115%. Se regulan en el Acuerdo, además, jornadas, medidas en

caso de incapacidad y otras materías. Finalmente "/as parfes firmantes se

comprometen a seguir negociando, bajo los principros de legalidad, cobe¡tura

presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad y transparencia,

en todas aquellas materias a que se refíere el artículo 37 delTexto refundido del

Estatuto Básico del Empleado Publico, aprobado por Real Decreto legislativo

5/2015 de 30 de octubre".

Es oportuno también señalar que, el 23 de julio de 2018, la

Ministra de Política Territorial y Función Pública, doña Meritxell Batet Lamaña,

firmó con los sindicatos un Acuerdo sobre estabilización del empleo público y

que se ha publicado en el Boletín Oficial del Estado el Real Decreto 956/2018,

de 27 de julio, por el que se aprueba y publica el Acuerdo adoptado por la Mesa

General de Negociación de la Administración General del Estado el23 de julio

de 2018, en relación con el régimen retributivo de la situación de incapacidad

temporal del personal al servicio de la Administración General del Estado y

Organismos o Entidades Públicas dependientes.

Cuarto

El siguiente hito que debe ser reseñado es la aprobación de la Ley

612018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018.

En su exposición de motivos se hace referencia a las normas relativas a las

retribuciones de los funcionarios del Cuerpo de la Guardia Civil y Cuerpo

Nacional de Policía. Son tres los preceptos relevantes, los artículos 25 y 26 y la

disposición adicional trigésima novena, relativa a la limitación del gasto en la

Administración General del Estado. Así se expresan:

"Artículo 25. Retribuciones del personal del Cuerpo de la Guardia

Civí1.

lJno. En et año 2018 las retribuciones y otras remuneraciones del

personal det Cuerpo de la Guardía Civil cuyas retribuciones básicas se imputen
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al aftículo 10 de Ia estructura económica del gasto de los Presupuesfos

Generales del Estado experimentarán el incremento previsto .en el añículo

18.dos, respecta a /as vigentes a 31 de diciembre de 2017, sin perjuicio de la
retribucíón por antigüedad que pudiera corresponderles. Asimismo, percibirán el

complemento de productividad que, en su caso, se atribuya a /os mismos por el

titular del Departamento, dentro de los créditos previsfos para este fin. La

cuantía de tales creditos destinada al personal citado experimentará el

incremento prevísto en el artículo 18.dos, respecto de la asignada a 31 de

diciembre de 2017 en términas anuales y homogéneos de número y tipo de

cargos.

Dos. En el año 2018 las retríbuciones a percibir por el personal del

Cuerpo de la Guardia Civil no incluido en el apañado anterior serán /as

síguientes:

A) EI sueldo y los tríenios que conespondan al Grupo o Subgrupo

de equivalencia, a efectos retributivos, en gue se halle clasíficado el empleo

correspondiente, en la cuantía establecida en el artículo 19.cinco.1 de esta Ley.

B) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, incorporarân,

cada una de ellas, las cuantías de sue/do y trienios fijadas en el artículo 18.

cinco.2 de esta Ley, en función del Grupo o Subgrupo que corresponda al

empleo que se ostente y el complemento de destino mensualque se perciba.

La valoración y devengo de /os trienios y de /as pagas

extraordinarias se efectuarét de acuerdo con la normativa aplícable a esfe

personal y, supletoriamente, con la normativa de /os funcionarios públicos

incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los

términos del EBEP.

C) Las retribuciones complementarias de carácter f$o y periódico,

gue se incrementarán en el porcentaje previsto en el aftículo 18.dos, respecto

de /as vigentes a 31 de diciembre de 2017, sin periuicio, en su caso, de lo
previsto en el artículo 18 siete de esta Ley.

D) El complemento de productividad y las gratificaciones por

seryrbios extraordinarios se regirán por las normas establecidas para /os

funcionarios del Estada incluidos en el ámbito de aplícacion del artículo 22 de

esta Ley determinándose sus cuantías por el Ministerio del lnterior dentro de /os

créditos que se asignen para cada una de esfas finalidades. Drbhos créditos
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exper¡mentarán el incremento máximo previsto en el a¡tículo 18.dos, respecto al

asígnado a 31 de dicíembre de 2017, en términos anuales".

"Atfículo 26. Retribuciones del personal del Cuerpo Nacíonal de

Policía.

Uno. En el año 2018 las retríbucr'ones y otras remuneraciones del

personal del Cuerpo Nacional de Policía cuyas retribuciones básicas se imputen

al artículo 10 de la estructura económica del gasfo de /os Presupuesfos

Generales del Estado y de sus organismos públicos experimentarétn el

incremento prevista en el añículo 18.dos, respecta a las vigentes a 31 de

diciembre de 2017, sin perjuicio de la retribucíón por antigüedad que pudiera

corresponderles. Asimismo, percibirán el complemento de productividad que, en

su caso, se atribuya a los mismos por el titular del Departamento, dentro de /os

créditos previstos para tal fin. La cuantía de tales créditos destinada a esfe

personal experimentará el incremento previsto en el añfculo 19.dos, respecto de

la asignada a 31 de diciembre de 2017 en términos anuales y homogéneos de

número y típo de cargos.

Dos. En el aña 2018 las retribuciones de /os funcionarios de/

Cuerpo Nacional de Polícía no incluidos en el apartado anterior serán las

siguientes:

A) El sueldo y los trienios que correspondan al Grupo o Subgrupo

de equivalencia, en que se halle clasificada, a efectos económícos, /a categoría

correspondiente, en la cuantía establecida en el añículo 18 cinco.l de esta Ley.

B) Las pagas extraardinarias, que serán dos al año, incorporarán,

cada una de ellas, las cuantías de sue/do y trienios fijadas en el artículo 18.

cinco.2 de esfa Ley, en función del Grupo o Subgrupo que conesponda a la
categoría que se ostente, y el complemento de destina mensualque se perciba.

La valoración y devengo de /os trienios y de /as pagas

extraardinarías se efectuará de acuerdo con la normativa aplicable a esfe

personal y, supletoriamente, can la narmativa de /os funcionarios incluidos en el

ámbíto de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los términos del

EBEP.

C) Las retribuciones complementarías de carácter fijo y periódico,

que se íncrementarán en el porcentaje previsto en el ar-tículo 1Ù.dos, respecto
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de las vigentes a 31 de diciembre de 2017, sin perjuício de lo previsto en el

artículo 18 siete de esta Ley.

D) El complemento de productividad y |as gratificaciones por

seryrcios extraordinarios se regirán por las normas establecidas para /os

funcionarios del Estado incluidos en el a¡tículo 22 de esta Ley determinándose

sus cuantías por el Ministerío del lnterior dentro de /os créditos que se asignen

para cada una de esfas finalídades. Dichos créditos experimentarán el

incremento máximo previsto en el artículo 19.dos, respecto al asignado a 31 de

diciembre de 2017, en términos anuales".

"Disposición adicional trígésima novena. Limitación del gasto en la

Administración General del Estado.

Cualquier nueva actuación que propongan /os departamenfos

ministeriales no podrá suponer aumento neto de /os gasfos de personal.

No obstante Io dispuesfo en el párrafa anterior, y a los únicos

efectos de permítir la aprobacíón de la norma reglamentaria que desarrolle, para

el personal ìnvestigador funcionario de /as esca/as científicas de /os

Organismos Ptiblicos de /nyestigación de Ia Administración General del Estado,

lo establecido en el apartado 5 del artículo 25 y en los apartados 1, 2 y 3 de la

disposición adÌcional séptima de la Ley 14/2011 , de I de junio, de la Cíencia, la

Tecnología y Ia lnnovación, los referidos Organismos podrán aumentar el gasto

neto del personal a su cargo, fijando, en todo caso, como fecha de efectos

económicos del correspondiente sisfema retributivo la de 1 de enero de 2018.

lgualmente, sê exceptúan de esfa prohíbición /as medidas

necesarias para la aplicación del Acuerdo entre el Ministerio del lnterior,

Sindicafos de Palicía Nacíonal y Asociaciones Profesionales de la Guardia Civil

de 12 de mazo de 2018'.

Quinto

En el Proyecto de Ley de Presupuestos presentado por el

Gobierno a las Codes y publicado en el Boletín Oficial de las Corfes Generales

de 19 de enero de 2A19 se dedicaban a las retríbuciones de la Guardia Civil y la

Policfa Nacional los artículos 25 y 26,junto con una excepción en la disposición

adicional trigésíma octava que se refiere a la "limitacíón del gasto en la
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Admínistracíón General del Estado". La citada disposición adicional señala lo

siguiente: "Cualquier nueva actuación que propongan /os depañamentos

ministeriales no podrá suponer aumento neto de /os gasfos de personal.(...)

lgualmente. se exceptúan de esta prohibición las medidas necesarias para la
aplicacíón del Acuerdo entre el Ministerio del lnterior, Srndicafos de Policía

Nacional y Asociaciones Profesionales de la Guardia Civil de 12 de mano de

2019'.

En concreto, la partída 12.116, dedicada a dotar el "Acuerdo de

equíparación salarial Fuenas y Cuerpos de Seguridad' por 250.000,00 (miles

de euros) se encuentra incluida en el Presupuesto de gastos de la Secretaria de

Estado de Seguridad, dentro de la Sección 16, Ministerio del lnterior, página

301 del volumen de lngresos y gastos. Anexos de desarrollo orgánico y

económíco. Tomo l. Estado.

En el Libro Amarillo que acompaña al Proyecto se hacen varias

referencias al Acuerdo sobre el que versa la consulta. Así, en la página 19 se

señala: "En el ámbíto de la función p(tbtica los PGE para 2019 incorparan las

previsiones para este ejercicio del ll Acuerdo para la mejora del empleo p(tblico

y de condíciones de trabajo. Esfo supone un incremento del 2,25 por ciento, que

podrfa íncrementarse en un 0,25 por ciento adicional a partir del 1 de julio si se

alcanza el crecimíento previsto para 2018, así como por la asígnación de fandos

adicionales hasfa alcanzar el 2,75 por ciento. Además, se continúa con la
equiparación salarial det Cuerpo Nacional de Policia y la Guardia Civil', y en la

página 228, relativa a "GAsfos de personal', Se hace constar: "LoS gaSfOs de

personal para 2019 aumentan un 4,2 por ciento respecto a 2018

fundamentalmente por el incremento de la remuneracÌón de asalariados

prevista en el Real Decreto-ley 24/2018, de 21 de diciembre, por el que se

aprueban medidas urgentes en materia de retribuciones en el ámbito del sector

p(tblíco que ratifica el ll Acuerdo sindical pactado el pasado mes de marzo, así

como por la equiparación salarial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del

Estado con /os Çuerpos policiales autonómicos que desarrollan funciones

simílares. Los departamentos ministeriales con mayores dotaciones para

financiar /os gasfos de personal son los Ministerios de Justicia, Defensa, lnterior

y Educacion y Farmación Profesional, que en su conjunto representan un 76,4
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por ciento del gasto de esfe capítulo". Otras referencias, como la que consta en

la página 251, permiten entender que el Gobierno que formuló el Proyecto de

Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2A19 había asumido corno

propío el compromiso y habilitado las correspondientes partidas de gastos de

personal.

Sexfo

En el mes de diciembre de 2018, el Gobierno estimó que la

prórroga automática de los Presupuestos Generales del Estado para el año

2018, en aplicación de la previsión contenida en el artículo 134.4 de la

Constitución, determinaba la imposibilidad de hacer efectivo el incremento de

las retribuciones del personal al servicío del sector público con efectos desde el

1 de enero de 2019,

Es oportuno señalar que la partida presupuestaria prevista en el

ejercicio 2018 para la equiparación salarial se ha visto prorrogada en el ejercicio

2A19, si bien probablemente su cuantía resulta ahora insuficiente. Recuérdese

que la cantidad prevista para la equiparación era de 310 millones en el primer

ejercicio y 250 en el segundo, más las cantidades asignadas al personal en

reserva y en segunda actividad.

Por esta razôn, y mediante el Real Decreto-ley 2412018, de 21 de

diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes en materia de

retribuciones en el ámbito del sector público, el Gobierno asumió el contenido

de los acuerdos con las organizaciones sindicales en materia retributiva,

alcanzados en el marco del ll Acuerdo para la mejora del empleo público y las

condiciones de trabajo, firmado por el Gobierno de España y las organizaciones

sindicales CC.OO,, UGT, y CSIF. Es el primero de los tres ejercicios en los que

ha de desenvolverse el marco plurianual.

En el artículo 3 de esta norma se fijan los criterios generales para

los gastos de personal al servicio del sector público. La norma, que tiene

carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.13.'y 156.1,

establece que, en el año 2019, las retribuciones del personal al servicio del
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sector público no podrán experimentar un incremento global superior al2,25o/o

respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2018. Si el incremento del

Producto lnterior Bruto (PlB) a precios constantes en 2018 alcanzara o
superase el2,5o/o se añadiría, con efectos de 1 de julio de 2019, otro 0,25% de

incremento salarial. Para un crecimiento inferior al 2,5o/o señalado, el

incremento disminuirá proporcionalmente en función de la reducción que se

haya producido sobre dicho 2,5o/o.

En el artículo 3, apartado ocho, se dispone:

"Ocho. Los acuerdos, convenios o pactos que impliquen

crecimientos retríbutivos superiores a los fijados en esúe aftículo deberan

experimentar la oportuna adecuación, deviniendo inaplícables /as cláusulas que

se opongan al mismo".

Y en el artículo 21 se establece:

"Artículo 21. Limitación del gasto en Ia Administración General del

Cualquier nueva actuacion que propongan /os depaftamentos

ministeriales no podrá suponer aumento neto de /os gasfos de personal.

No obstante lo dispuesfo en el párrafo anteríor, y a los únicos

efecfos de permitir la aprobación de la norma reglamentaria que desarrolle, para

el personal ínvestigador funcionaria de /as escalas científicas de los

Organismos P(tblicos de /nyestigación de Ia Administración General del Estado

()
Igualmente, s€ exceptúan de esfa prohibición /as medidas

necesarias para la aplicación del Acuerdo entre el Ministerío del lnterior,

Sindicatos de Palicía Nacional y Asociaciones Profesionales de la Guardia Civil

de 12 de marzo de 2018, así como para dar cumplimiento al Acuerdo de la

Comision de Presupuesfos del Congreso de los Díputados de 16 de mayo de

2015 en relación con el colectivo de examinadores de tráfíco".

En el Boletín Oficial del Estado de 29 de enero de 2019 se publica

la Resolución de 22 de enero de 2019, del Congreso de los Diputados, por la

Estado.



-14-

CONSEJO DE ESTADO

que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley

2412018, de 21 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes en

materia de retribuciones en el ámbito del sector público.

Séptimo

En lo que se refiere al contrato al que hace referencia la cláusula

primera del Acuerdo suscrito el 12 de marzo de 2018 entre el Ministerio del

lnterior, sindicatos de Policía Nacional y asociaciones profesionales de la
Guardia Civil, de los datos que obran publicados en la Plataforma de

Contratación del Sector Público se pueden extractar fos siguientes, relevantes

para esta consulta.

Está publicado en la Plataforma el expediente de preparación del

contrato. La memoria justificativa está firmada el 14 de marzo de 2018 por el

Subdirector General de Planificación y Gestión de lnfraestructuras y Medios

para la Seguridad. Se refiere a la demanda de equiparación salarial por parte de

los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, teniendo en cuenta las

retribuciones percibidas por los Mossos d'Escuadra y la Ertzaintza. Tras el

Acuerdo alcanzado, se tratará de homogeneizar internamente las retribuciones

entre la Policía y la Guardia Civil y equipararlas después a lo percibido por las

Policlas autonómicas. La exigencia de recurrir a una consultora externa tiene su

base en la necesidad de llevar a cabo un análisis de tipologías de puestos y

tareas desempeñadas, análisis para el cual la Secretaría de Estado no dispone

de personal cualificado. Se trata de estudiar retribuciones básicas,

complementos e incentivos, teniendo en cuenta categorías, empleos y tareas,

con cómputos mensuales y anuales, para conseguir, dentro de las

disponibílidades presupuestarias, la equiparación. Para la adjudicaciÓn se

tendrán en cuenta el precio, el número de consultores asignados al trabajo, el

número de entrevistas a realizar y la entrega de presentaciones.

Consta tambíén el Pliego de Cláusulas Administrativas

Particulares, junto con su cuadro de características, Y el Pliego de

Prescripciones Técnicas. En el cuadro de características se hace constar, en la
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cláusula 14, que ef pago se hará efectivo, mediante un único pago, una vez

realizada la prestación convenida. No se contemplan los abonos a cuenta.

En el Pliego de Prescripciones Técnicas, cláusula 2, se define el

objeto del contrato. Son dos las prestaciones, las primeras relacionadas con las

retríbuciones, la tipología de los puestos de trabajo y las propuestas de mejora

de la eficiencia en materia de organización y retribuciones, las segundas

relativas al desenvolvimiento del Acuerdo y su seguímiento:

. En cuanto a las primeras, se prevé un estudio de las

retribuciones de los miembros del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia

Civil, más un estudio comparativo entre los dos cuerpos y un análisis

comparativo de las retribuciones de los Cuerpos de Policla autonómícos.

Deberán ser analizados, además, los puestos de trabajo y las funciones

asignadas a cada uno de ellos. De todo ello resultará una propuesta para

mejorar la organización y las retribuciones.

o Respecto a las segundas, se define el objeto del contrato de

este modo:"En relación con el Acuerdo de 12de mano de 2418 suscrifo entre

el Ministerio del lnterior y los sindicatos de Policía Nacional y asociaciones

profesionales de Ia Guardia Civil. Las prestaciones descritas deberán facilitar en

todo caso criterios objetivos de análisis para garantizar la equiparación salarial

completa y absoluta prevista en la cláusula Primera del Acuerdo de fecha 12 de

mazo de 2018 suscnïo entre el Ministerio del lnterior y los sindicatos de Policía

Nacional y asociaciones profesionales de la Guardia Civil, así como la

verificacíón de la aplicacíon de dicho acuerdo. Tanto la elaboracion de los

criterios objetivos de análisis como la verificación del Acuerdo forman pafte de

las prestaciones del presente contrato".

Es oportuno hacer constar gue, en la cláusula 5 del Pliego de

Prescripciones Técnicas, se describen los "ENTREGABLES" que la empresa

deberá aportar en cumplimiento del contrato. De entre ellos se ha de destacar el

"documento de críteríos objetivos de análisís, puesto a puesto, para garantizar

que la pañida contemplada en el Acuerdo de 12 de marzo de 2018, al que se ha
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hecho referencia (807 millones de euros) suponen Ia equiparación salarial total

y absoluta".

Octavo

Así descrito el objeto del contrato y su contenido, procede dejar

constancia de su tramitación.

El certíficado de insuficiencia de medios, firmado el 22 de marzo

por el Subdírector General de Planificación y Gestión de lnfraestructuras y

Medios para la Seguridad, justifica la necesidad del contrato en la "falta de

medías personales necesarios en la Secretaria de Estado de Seguridad,

fundamentalmente por la însuficiencia de ellos" y "en la complejidad del seruicio

requerído, clue hace aconsejable la contratación de alguna empresa

especializada".

La declaración formal de urgencia en la tramitación del contrato

fue aprobada por Resolución de 12 de abril de 2018 del Secretario de Estado

de Seguridad, don José Antonio Nieto Ballesteros. La propuesta de aprobación

del gasto, debidamente intervenida y fiscalizada por el lnterventor Delegado, se

aprobó ef 25 de abril de 2018.

Ël anuncio de licitación del contrato de "servicios de consultoría

para el análisis de retribuc¡'ones y de tareas de /os puesfos de trabaio en el

ámbito de /as Fuezas y Cuerpos de Seguridad del Estado" se publicó en la
Plataforma de Contratación el 28 de abril de 2018. El contrato se califica como

contrato de servicios sujeto a regulación armonizada. Su valor estimado son

160.000 euros y el plazo de ejecución seis meses.

El procedimiento previsto para la adjudicación es e/ procedimiento

abierto, de carácter urgente, urgencia justificada de este modo: "E/ BOE publicó

con fecha 20 Marzo (BOE n.o 69) Acuerdo suscrito entre el Ministerio del lnterior

y los sindicatos y asociaciones profesionales de las Fuerzas y Cuerpos de

Seguridad det Estado, la celebracíón del cantrafo se enmarca en la necesidad
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de acometer una equiparacion salarial que debe hacerse efectiva con cargo a

los PGE 2A18 y por ello, dentro de esfe ejercício presupuestario".

El anuncio de licitación se publicó en el BoletÍn Oficial del Estado,

número 109, de 5 de mayo de 2018, página 32730. También se publicó en el

DOUE. El plazo de presentación de ofertas terminaba el 14 de mayo de 2018 a

las 17:30 horas.

Como se desprende de lo publicado en la Plataforma, se

presentaron siete empresas. Fueron valoradas por la Mesa de Contratación las

siguientes empresas: Ernest & Young Abogados S. L. P., B. C. M Gestión de

Servicios, S. L., Asesoramiento y Gestión Económica Social, S. L. U., Tea

Cegos, S. A., Everis, S. L. U. y Willis Tower Watson. La propuesta de la Mesa

de Contratación fue adjudicar el contrato a fa empresa ERNST & YOUNG

ABOGADOS S. L. P., que ofertó el servicio por 99,600 euros. Y esta propuesta

fue asumida por la Secretaria de Estado de Seguridad, doña Ana María Botella

Gómez, que firma la resolución de adjudicación el 12 de julio de 2018.

El contrato se formalizó por un importe total ofertado (sin

impuestos) de 99.600 euros y un importe total ofertado (con impuestos) de

120.516 euros. Su entrada en vigor estaba prevista para el 3 de septiembre.

Noveno

La Sección Tercera competente en la materia despachó el asunto

el 6 de marzo, yse incluyó en el Orden de la Comisión Permanente del 13 del

mismo mes. Ese mismo día, entró en el Consejo, remitido por la Secretaría de

Estado de Seguridad, un expediente integrado por:

lnforme de la Secretaría de Estado de la Función Pública

lnforme de la Subsecretaría del Ministerio def lnterior

lnforme de la Abogacía General del Ëstado

Una solicitud dirigida a la Secretaría de Estado de Presupuestos

y Gastos, que hasta la fecha no ha tenido respuesta



- 18 -

CONSEJO DE ESTADO

Desde el punto de vista estrictamente formal, la irregularidad del

envío de dicha consulta, firmada por la Secretaria de Estado de Seguridad, y no

por el Ministro, como exige el artículo 2 de la Ley Orgánica del Consejo y el

artículo 123 det Reglamento, y la extemporaneidad de dicho envío, permitirlan

no entrar en su examen. Sin embargo, el principio de eficacia procedimental

establecido en el artículo 103.1 de la Constitución española, y reafirmado en la

Ley 30/1 992 y actualmente por la Ley del Procedimiento Administrativo Común

de las Administraciones Prjblícas, 3912015, de 1 de octubre, aconsejan

examinar, por si fuera útil, dicha documentación.

Los informes de la Secretaria de Estado de la Función Pública y

de la Subsecretaría de lnterior se limitan a dejar constancia de que no existe

documentación alguna relativa al caso consultado, y el informe de la Abogacía

General del Estado, junto con algunas consideraciones dogmáticas que no es

preciso reiterar, concluyen en el mismo sentido que el expediente ya puesto a

despacho ante la Comisión Permanente del Consejo de Estado.

Y, en tal estado de tramitación, el Consejo de Estado emite el

presente dictamen.

Sobre la consulta y su obieto

La Ley Orgáníca 3/1980, de 22 de abril, del consejo de Estado,

dispone en su artículo segundo, apartado 2'. "81 Conseio de Estado emitirá

díctamen sobre cuantos as¿rnfos sometan a su consulta el Gobíerno o sus

miembros. La consutta al Consejo será preceptiva cuando en esta o en otras

leyes asi se establezca, y facultativa en los demás casos. Los díctámenes del

Consejo no serán vinculantes, salvo que la ley disponga lo contrario'.'"'

La presente consulta resulta, pues, facultativa.

lnteresa al Ministerio del lnterior, como ha quedado extractado en

antecedentes, conocer qué grado de vinculación jurídica tiene el Acuerdo de

12 de marzo de 2018 suscrito por el Ministerio del lnterior, sindicatos de la

Policía Nacional y asociaciones profesionales de la Guardia Civil. Y plantea la

consulta dos cuestiones sobre dos cláusulas en particular'
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Sobre el Acuerdo de 12 de marzo de 2018 y el grupo

normativo en que se inserfa

Comenzando por el principio, se ha de dejar constancia de que el

artículo 103.3 de la Constitución dispone que "3. La ley regulará el estatuto de

Ios funcionaríos p(tblicos, e/ acceso a la función p(tblica de acuerdo con /os

principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho

a sindicación, el sisfema de incompatibilidades y /as garantías para la
imparcíalidad en el ejercicio de sus funciones" y el artfculo 104 regula las

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en estos términos: "1. Las Fue¡zas y Cuerpos

de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger

el libre ejercicio de /os derechos y libertades y garantizar la seguridad

ciudadana", añadiendo que "2. Una ley orgánica determinarâ las funciones,

principios básr'cos de actuación y estatufos de las Fuezas y Cuerpos de

seguridad'.

Las normas de cabecera del grupo normativo aplicable resultan

ser, por tanto, la Ley Orgánica 211986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos

de Seguridad, y el Real Decreto Legislativo 512015, de 30 de octubre, por el que

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado

Público, teniendo en cuenta que el artículo 4 de este último texto dispone:

'Artículo 4. Personal can legislacion específica propia. Las disposrciones de

esfe Estatuto solo se aplícarán dírectamente cuando así Io dísponga su

legislacíón específica al siguiente personal: (...) e) Personal de las Fuerzas y

Cuerpos de Seguridad". Los principios inspiradores de la negociación colectiva

del Real Decreto Legislativo 212015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, resultan también

aplicables.

Entre los derechos índividuales ejercidos colectivamente se

reconoce a los empleados públicos el derecho a la libertad sindical y a la

participación en la determinación de las condiciones de trabajo (artículo 15 del
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texto refundido del Estatuto Básico), derechos que se plasman en el artículo 33

de este modo:

"Attículo 33. Negociación colectiva.

1. La negociación colectiva de condicíones de trabajo de /os

funcíonarios priblicos que estará sujeta a /os principios de legalídad, cabe¡tura

presupuestaria, abligatoriedad, buena fe negocial, publicídad y transparencia,

se efectuará mediante el ejercicio de la capacidad representativa reconocida a

las organizaciones sindicales en los artículos 6.3.c); 7.1 y 7.2 de la Ley

Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libeñad Sindical, y lo previsto en esfe

capítulo.

A esfe efecto, se consfif uirán Mesas de Negociación en las que

estarán legitimados para esfarpresenfes, por una parte, los represenfanfes de

la Administración Púbtica correspondiente, y par otra, /as organízaciones

sindicales más representativas a nivel estatal, las organizaciones sindicales

más representativas de comunidad autónoma, así como los sindicatos que

hayan obtenido el 10 por 100 o más de /os representantes en las elecciones

para Delegados y Juntas de Personal, en /as unidades electorales

comprendidas en el ámbito específico de su canstitución.

(...)".

Tras la crisis económica, el Gobierno de España abrió una fase de

negociaciones con sindicatos y representantes de los empleados públicos,

reconociendo la labor del personal al servicio de las Administraciones públicas,

su compromiso con los valores del servicio público, y el esfuerzo colectivo que

han realizado para contribuir a la mejora de la situación económica de nuestro

país. El fruto de esta fase se encuentra, como se ha destacado en

antecedentes, en el ll Acuerdo para la mejora del empleo público y las

condiciones de trabajo, firmado el 9 de marzo de 2018 por el Gobierno de

España con las organizaciones sindicales CC. OO., UGT, y CSIF. Este acuerdo

se alcanzô en la Mesa General de Negociación de las Administraciones

Públicas y se ha plasmado, en sus términos, en las previsiones del Real

Decreto-ley 2412018, de 21 de diciembre, ya que, a pesar de ser incorporado al

Proyecto de la Ley de Presupuestos Generales para e|2019, esta ley no finalizó
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su tramitación. Este real decreto-ley ha sido convalidado por las Cortes

Generales.

En el ámbito sectorial de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del

Estado, competencia del Ministerio del lnterior; es decir, la Guardia Civil y la

Policía Nacional, se alcanzó un acuerdo para incrementar las retribuciones de

sus miembros y homologarlas con las que perciben los miembros de los

Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas. Este acuerdo, firmado el

12 de marzo de 2018, por el Ministerio del lnterior, los sindicatos de Policía

Nacional y las asociaciones profesionales de la Guardia Civil, tiene dos

peculiaridades.

Como primera, se ha de destacar la composición de la mesa de

negociación. Como es sabido, la Guardia Civil es un instituto armado de

carácter militar, de modo que, a tenor de lo previsto en el artículo 15 de la Ley

Orgánica 211986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad'."2. Los

miembros de la Guardia Civil no podrán pertenecer a partidos políticos o

srndicafos ni hacer peticiones colectivas: individualmente podrán ejercer el

derecho de petíción en los términos establecidos en su legislación específica".

Ya que no existe representación sindical en la Guardia Civil difícilmente puede

calificarse como mesa de negociación, en un sentido técnico, la reunión de

algunos representantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad con los

responsables del Ministerio.

El segundo dato relevante que se ha de tener en cuenta es su

finalidad, ya que, como destaca el propio Acuerdo, "se pretende abordar un

proceso de equiparacion gradual de /as condiciones económicas de /os

funcíonarios de la Policía Nacional y de la Guardia Civil. Para e/lo se establece

un escenario de tres ejercicios 2018,2019 y 2020, con un importe total de 807

millones de euros que serán destinados al Complemento Específico Singular (el

90 % det totat) y a Productividad (el 10 % restante), más 100 millanes de euros

adicionales que se destinarían a incentivar el reingreso del personal de

Segunda ActÌvidad sin destino y Reserua no ocupada al seruicio activo". Por lo

que queda reflejado en antecedentes, este importe de 807 millones de euros es

un cálculo provisional. El Ministerio del lnterior carece de fos datos precisos
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para comparar, puesto a puesto, las retribuciones que perciben los miembros

de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado y las percibidas por los

Cuerpos de Policla dependientes de las Administraciones autonómicas. Esta

parece ser la razôn por la que el Acuerdo remite esta valoración comparativa de

puestos, tareas, complementos y sueldos a una empresa privada, previa la

formalización de un contrato de servicios.

Sobre la validez del Acuerdo de 12 de mazo de 2018

Con estas dos peculiaridades, el Acuerdo alcanzado el 12 de

marzo de 2018 se rige por las normas generales aplicables a la negociación

colectiva en el ámbito de la función pública, y su "grado de vinculación jurldica"

habrá de valorarse a la luz de su acomodo a los principios generales en la
negociación, la delimitación de su ámbito objetivo y subjetivo, la competencia y

potestades de los firmantes, su regularidad formal y su publicación. En cuanto

no responde, formalmente, a los requisitos previstos para la negociación

colectiva, puede ser valorado e interpretado como un acuerdo paralegal. Una

vez analizados estos aspectos, corresponderá un análisis más detallado de las

dos cláusulas que cita expresamente el Ministerio del lnterior.

Para comenzar, resultan aplicables en la negociación los principios

generales de "legalidad, cobeñura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe
negocial, publicidad y transparencia", previstos en el artículo 33 del texto

refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por

Real Decreto Legislativo 512015, de 30 de octubre. Algunos de ellos, como el

principio de buena fe, son trasunto de los previstos en el Real Decreto

Legislativo 212015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido

de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, otros son específicos de la
negociación en las Administraciones públicas, como el principio de legalidad o

el de cobeftura presupuestaria, avalados por la jurisprudencia a la que después

se hará referencia.

El Acuerdo que es objeto de este dictamen podría ser calificado

como un acuerdo sectorial. Prevé el artículo 34 del texto refundido de la Ley del

Estatuto Básico del Empleado Público que, además de la Mesa General de
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Negociación, podrán constituirse Mesas Sectoriales, en atención a las

condiciones específicas de trabajo de las organizaciones administrativas

afectadas o a las peculiaridades de sectores concretos de funcionarios públicos.

La estructura que ocupa al Consejo de Estado no se ha calificado

expresamente como Mesa Sectorial, previsiblemente por la imposibilidad de

que los sindicatos representen a los miembros de la Guardia Civil, pero su

formación tiene ciertas semejanzas con ellas y su ámbito se límita a los

funcionarios de carrera que forman parte de las Fuerzas y Cuerpos de

Seguridad del Estado.

En efecto, en este caso el ámbito subjetivo del Acuerdo se limita a

los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, sin rebasar el ámbito sectorial

propio de la competencia del Ministerio del lnterior. Así se aprecia tanto en su

introducción como en sus cláusulas, entre ellas, la primera, la segunda y, más

en concreto, la novena, que señala que del"acuerdo se dará cuenta al Consejo

de Policía y al Consejo de la Guardia Civif . Debe descartarse, por tanto, que su

ámbito subjetivo abarque a las Policías locales o los Cuerpos de Policía de las

Comun idades Autónomas.

Por lo que se refiere a su ámbito objetivo, se han de valorar los

límites previstos en el artículo 37, que fija las materias susceptibles de ser

objeto de negociación:

"Artículo 37. Materias objeto de negocíacion,

1. Serán objeto de negocíación, en su ámbito respectivo y en

relacion con las competencias de cada Administración Pública y con el alcance

que legalmente proceda en cada caso, las materias siguienfes;

a) La aplicación del incremento de las retribuciones del personal al

se¡vicio de /as Administraciones Públícas clue se establezca en la Ley de

Presupuesfos Generales del Estado y de las comunidades autónomas.

b)La determinación y aplicación de /as retribuciones

complementarias de los funcionarios.

c) Las normas que fijen los criterios generales en materia de

acceso, carrera, provisión, sisfemas de clasificación de puestos de trabajo, y
planes e instrumentos de planificación de recursas humanos.
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(. ..)

k) Las que afecten a /as condiciones de trabaio y a /as

retribuciones de los funcionarios, cuya regulación exíja norma con rango de ley.

(...)

2. Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación, las

materias siguientes:

a) Las decisiones de las Administraciones Pitblicas que afecten a

sus pofestades de organización.

Cuando /as consecuencias de /as decrsiones de /as

Administraciones Públicas que afecten a sus pofesfades de organizacíón

tengan repercusión sobre condíciones de trabajo de /os funcionarios prltblicos

contempladas en el apañado anterior, procederá la negociación de dichas

condiciones con las organizacíones sindicales a que se refiere esfe Esfafufo.

b) La regulación del ejercicio de los derechos de los ciudadanos y

de los usuarios de los seruícios p(tblicos, así como el procedimiento de

formación de los acfos y disposiciones administratívas.

c) La determinación de condíciones de trabajo del personal

directivo.

d) Los poderes de dírección y control propios de la relación

jerárquica.

e) La regulación y determinación concreta, en cada caso, de /os

sisfemas, criterios, órganos y procedimientos de acceso al empleo públíco y la
promoción profesion al".

Como se aprecia, no son susceptibles de negociación las

potestades administrativas de organización, pero no es sencillo deslindar hasta

dónde llegan estas potestades en aquellos casos en que las decisiones

organizativas tengan relevancia en las retribuciones de los servidores públicos.

No es inoportuno precisar que, a tenor de lo dispuesto en el artículo B de la Ley

4012015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: "1, La

competencia es irrenunciable y se ejercerá por los organos administrativos que

la tengan atribuida camo propia, salvo /os casos de delegación o avocacion,

cuando se efectúen en tos términos previsfos en ésta u otras leyes". En un

momento posterior se volverá sobre este extremo.
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En cuanto a la suscripción del acuerdo por parte de la

Administración pública, se ha de tener en cuenta la competencia del Ministerio

de Hacienda en materia de costes de personal. En las Leyes anuales de

Presupuestos se inserta, al menos desde el año 2011, una previsión semejante

a esta, tomada de la Ley vigente en el momento en que se alcanzó el Acuerdo,

es decir, la Ley 612018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado

para el año 2018:

"Attículo 34. Competencia del Ministerío de Hacienda y Función

Ptiblica en materia de cosfes del personal al se¡vicio del secfor publico en el

ámbito de la negociación colectiva.

Iodos /os acuerdos, convenios, pactos o cualesquiera ofros

instrumenfos de negociación colectiva similares, así como las medidas gue se

adopten en su cumplimiento o desanollo, cuyo contenido se refiera a gasfos

imputables al capítulo de gastos de personal de los presupuesfos de los

Departamentos ministeriales, Organísmos, Agencias esfafa/es, Entidades

ptiblicas empresaríales, y demás enfes públícos del sector p(tblico estatal,

sociedades mercanfiles esfatales, fundaciones del sector público estatal y

consorcios participados mayoritariamente por el sector p(tblico estatal

requerirán, para su plena efectividad, el informe previo y favorable del Ministerio

de Hacienda y Función Pública, a través del titular de la Secretaría de Estado

de Presupuesfos y Gasfos, siendo nulos de pleno derecho los que se alcancen

sin dícho informe, sin que de los mismos pueda en ning(tn caso derivarse,

directa o índírectamente, incremento del gasto p(tblico en materia de cosfes de

personal y/o incremento de retribuciones por encima del autorizado en el

artículo l B,dos de esta Ley".

La consulta que se ha remitido al Consejo de Estado no está

acompañada de un expediente, de modo que no le consta a este Consejo si fue

emitido en su momento el preceptivo informe de la SecretarÍa de Estado de

Presupuestos y Gastos. Esta posibilidad se aparece como la más probable, ya

que el Ministerio de Hacienda formuló el anteproyecto de Ley de Presupuestos

para 2019 incluyendo las partidas necesarias para la equiparación salarial.

Como se ha hecho constar, este objetivo se refleja en el Libro Amarillo y la

partida 12.116.
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Si no hubiera sido así, es decir, si no llegó a existir la aprobación,

en aquel momento, por parte de la Secretaría de Estado de Presupuestos y

Gastos, se plantean dos opciones. Según la primera, el Acuerdo de 12 de

marzo de 2018 sería nulo y totalmente ineficaz. Según la segunda, la falta de

aprobación, entonces, por parte de la Secretaría de Estado de Presupuestos y

Gastos quedaría subsanada por la aprobación que supone la presentación al

Consejo de Ministros delAnteproyecto, por parte de la Ministra de Hacienda.

No puede el Consejo de Estado pronunciarse sobre este extremo
porque carece de documentos e informes que permitan llegar a una conclusión.

Pero esto no es obstáculo para dar una respuesta a la consulta planteada por la

Administración, de manera que se habrá de partir de la hipótesis más probable,

y considerar que el Acuerdo de 12 de marzo de 2018 es válido.

Y, finalmente, se ha de dejar constancia de que el Acuerdo fue
publicado en el Boletín Oficial del Estado número 69, de 20 de marzo de 2018,

en cumplimiento de lo prescrito en el artículo 38.6 del texto refundido de la Ley

del Estatuto Básico del Empleado Público.

Sobre la eficacia del Acuerdo de 12 de marzo de 2018

En resumen, elAcuerdo se ha alcanzado tras un procedimiento de

negociación y aprobación regular y ha sido pubficado. Siendo este el "perímetro

constitucional y marco normativo" en el que se desenvuelve el Acuerdo de 12

de marzo de 2018, por citar la expresión de la consulta enviada por el Ministro

del lnterior, procede ya analizar su eficacia. Y a estos efectos es precisa la cita

del artículo 38 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado

Público, que dispone:

"Artículo 38. Pactos y Acuerdos.

(..)
3. Los Acuerdos versarán sobre materias competencia de |os

órganos de gobierno de las Administraciones P(tblícas. Para su validez y
eficacia será necesaria su aprobacion expresa y formal por esfos órganos.



-27 -

C]ONSEJO DE ESTADO

Cuando tales Acuerdos hayan sido ratificados y afecten a temas que pueden

ser decididos de forma definitiva por los órganos de gobíerno, el contenido de

los mismos será directamente aplicable al personal incluido en su ámbito de

aplicación, sin perjuicio de que a efecfos formales se requíera la modificación o

derogación, en s¿l caso, de la normativa reglamentaria carrespondiente.

Si /os Acuerdos ratificados tratan sobre materias somefrdas a

reserua de ley qtre, en consecuencia, sólo pueden ser determinadas

definitivamente por /as Corfes Generales o /as asambleas legislativas de las

comunidades autónomas, su contenido carecerá de eficacia directa. No

obstante, en esfe supuesúo, el organo de gobierno respectívo que tenga

iniciativa legíslativa procederá a la elaboración, aprobacíón y remisión a las

Corfes Generales o asambleas /egr'slafivas de las comunidades autónomas del

correspondiente proyecto de ley conforme al contenido del Acuerdo y en el

plazo que se hubiera acordado.

Cuando exista falta de ratificación de un Acuerdo o, en su caso,

una negativa expresa a incorporar lo acordado en el proyecto de ley

correspondíente, se deberá iniciar la renegocíación de las materias tratadas en

el plazo de un mes, si así Io solicitara al menos la mayoria de una de /as

partes".

Serán directamente aplicables y eficaces los acuerdos que versen

sobre las "materias competencia de /os órganos de Gobierno de /as

Admínístraciones Públicas", expresa la norma citada. Y no serán directamente

eficaces aquellos que excedan de estas materias, incluidos, por supuesto, todos

aquellos que traten "sobre materias sometídas a reserua de ley que, en

consecuencia, solo pueden ser determinadas definitivamente por /as Corfes

Generales o /as asambleas legislativas de /as comunidades autónonas".

En estos térrninos, y aun teniendo en cuenta la fuerza obligatoria

de pactos y acuerdos válidamente concluidos, se habrá de reparar en que no

todo el contenido del Acuerdo hoy sometido a consulta es directamente eficaz.

Es evidente que el incremento salarial pactado se ha de reflejar en

las Leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado o, en su defecto, en

otro instrumento con rango de ley. No corresponde al Ministerio del lnterior la
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preparación del Proyecto de Ley de Presupuestos y mucho menos su

aprobación, reservada a las Cortes Generales. Así lo dispone el artículo 134.1

de la Constitución: "1. Corresponde al Gobierno la elabaración de /os

Presupuestos Generales del Estado y a /as Corfes Generales, su examen,

enmienda y aprobación". Pero resultan aplicables los principios de buena fe

negocial y cobertura presupuestaria, de modo que en la formulación del

Anteproyecto, en aquella parte que corresponde al Minísterio del lnterior, se

habrán de consignar las partidas necesarias para dar cobertura a la subida

salarial pactada, como se ha hecho. Estas partidas fueron aprobadas por el

Consejo de Ministros, que presentó a las Cortes Generales un proyecto de Ley

de Presupuestos.

La cláusula cuarta se ocupa de la vigencia del Acuerdo,

condicionada a la aprobación de los Presupuestos Generales del Estado. Asl se

expresa: "El presente acuerdo tendrá efecfos desde el I de enero de 2018 y las

cantidades retributivas del presente ejercicio se harán efectivas una vez

aprobados los Presupuesfos Generales del Estado". Y bajo esta luz y condición

deben leerse tanto las cifras aprobadas, por un total de 807 millones de euros,

como las cláusulas segunda ("No formará pañe de los 847 mîllones de euras,

las cantidades negociadas en la rnesa general de la funcion p(tblica que

recîbirán todos los funcionaríos y que se esfima en 300 míllones de euros

aproximadamente para las Fuenas y Cuerpos de Seguridad del Estado") y

tercera ("Se desfrnarán 10A miilones de euros cada ejercicio para incentivarel
reingreso del personal de Segunda Actividad sin destino y Reserua no ocupada

al seruicio activo").

A lo largo de los antecedentes, ha quedado constancia de que el

Gobíerno actual ha asumido el contenido de los acuerdos del Gobierno anterior

dentro del marco general de negociación con las Administraciones públicas.

Tan es así que el contenido del ll Acuerdo para la mejora del empleo público y

las condiciones de trabajo, firmado por el Gobierno de España y las

organizaciones sindicales CC.OO., UGT, y CSIF ha pasado al Real Decreto-ley

242A18, de 21 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes en

materia de retribuciones en el ámbito del sector público.
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Esta norma prohíbe, con carácter general, incrementos retributivos

superiores a los fijados para el sector público, pero exceptúa expresamente en

su artículo 21 el Acuerdo de 12 de marzo de 2018. Ast lo especifica:"Artículo

21. Límitación del gasto en la Administración General del Esfado (...)
lgualmente, se exceptúan de esta prohíbicíón las medidas necesanas para Ia
aplicación del Acuerdo entre el Ministerio del lnterior, Síndicatos de Policía

Nacional y Asocíaciones Profesionales de la Guardia Civil de 12 de marzo de

2018, así como para dar cumplimíento al Acuerdo de la Comisión de

Presupuesfos del Congreso de los Diputados de 16 de mayo de 2018 en

relación con el colectivo de examinadores de tráfico".

En estos términos ha de entenderse e interpretarse el "grado de

vinculación jurídica" al que se refiere la consulta. El Ministerio del lnterior habrá

de procurar, con todos los medios a su alcance, cumplir con las obligaciones y

compromisos adquiridos. Pero no le es jurldicamente exigible que consiga la
tramitación de la una Ley de Presupuestos Generales del Estado que incluya

entre sus partidas las necesarias para cumplir con el incremento retributivo, por

la razón de que esta capacidad escapa de sus competencias y potestades. Se

ha de tener en cuenta, además, que por Real Decreto 12912019, de 4 de marzo,

se disuelven el Congreso de los Diputados y el Senado y se convocan

elecciones generales. Y por la misma razón, tampoco le es jurídicamente

exigible al Ministerio del lnterior que consiga la tramitación y aprobación de un

real decreto-ley con ese contenido, ya que la competencia para aprobar esta

norma corresponde, según el artículo 86 de la Constitución, al Gobierno de

España.

Entiende el Consejo de Estado que los compromisos asumidos por

el Ministerio del lnterior pueden ser asumidos por el Gobierno de España. Si de

lo que se trata es del pago del segundo tramo de la equiparación salarial, no

existe obstáculo fegal para proceder en la forma en que el Gobierno considere

oportuna. Recuérdese que estaba prevista para el ejercicio 2019 la cantidad de

250 millones de euros, que se sumarían a los del ejercicio anterior, más 100

millones de euros destinados al personal de segunda actividad sin destino y

reserva no ocupada. El primer tramo ya se ha pagado.
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Ahora bien, que el Gobierno de España o, en su caso, las Cortes

Generales, puedan asumir el compromiso de equiparación de los sueldos de los

miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado con los percibidos

por los miembros de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas no

determina que necesariamente deban hacerlo. El Consejo de Estado está

habilitado, según el artículo 2 de su Ley Orgánica, para valorar "los asunfos de

oportunidad y conveniencia cuando lo exijan la índole del asunto o lo solicite

expresamente la autoridad consultanfe", pero una valoración como esta excede

claramente de las facultades del Consejo de Estado y corresponde a una

decisión que solo pueden adoptar los órganos a quienes la Constitución reserva

estas potestades superiores de decisión. Así lo demandan el artículo g7 y el

artículo 103 de la Constitución.

Son oportunas dos precisiones adicionales. En el mismo artículo

38, ya citado, se recogen las consecuencias de esta posibilidad. Dispone el

inciso final de su apartado 3, ya transcrito: "Cuando exísta falta de ratificacíón

de un Acuerdo o, en su caso, una negativa expresa a incorporar lo acordado en

el proyecto de ley correspondiente, se deberá inîciar la renegocíación de las

materias tratadas en el plazo de un mes, si así lo solicítara al menos la mayoría

de una de /as paftes".

Y, finalmente, se ha de reseñar que también en el mismo

precepto, el afiículo 38 dispone:

"10. Se garantiza el cumplimiento de los Pactos y Acuerdos, sa/vo

cuando excepcionalmente y par causa grave de interés publico derivada de una

alteración sustancial de las circunstancias económicas, los órganos de gobierno

de las Admínistraciones Pitblicas suspendan o modifiquen el cumplimiento de

Pactos y Acuerdos ya firmados, en la medida estrictamente necesaria para

salvaguardar el interés publico.

En esfe supuesta, las Administraciones P(tblicas deberán informar

a las organizaciones sindicales de /as causas de Ia suspensrón o modificación.

A /os efectos de lo previsto en esfe apañado, se entenderá, entre

otras, que concurre causa grave de interés público derivada de la alteración

sustancial de /as circunstancias económicas cuando /as Administraciones
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P(tblicas deban adoptar medidas o planes de ajuste, de reequilibrio de /as

cuentas públícas o de carácter económico financíero para asegurar la

estabilidad presupuestaria o la correccíón del déficit públíco".

Sobre este particular, es oportuna la cita de la Sentencia de la

Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Séptima, del Tribunal Supremo

de 21 de marzo de 2002. En este caso, la Federación de Servicios y

Administraciones Públicas de Comisiones Obreras (FSAP-CC.OO.), la
Federación de Servicios Públicos de la Unión General de Trabajadores (FSP-

UGT) y la Federación Estatal de Trabajadores de la Enseñanza de la Unión

General de Trabajadores (FETE-UGT), interpusieron recurso contencioso-

administrativo cuando el Ministro de Administraciones Públicas manifestó, en la

mesa negociadora def día 19 de septiembre de 1996, que no habría

incrementos salariafes para el año 1997, como inicialmente estaba previsto en

el Acuerdo Administración-Sindicatos para el perlodo 1995-1997, sobre

condiciones de trabajo en la Función Pública.

El recurso fue desestimado por Sentencia de la Sala de lo

Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 21 de marzo de 2002, que

descartó que se hubiera vulnerado el derecho interno o internacional, valorando

la posible lesión a la libertad sindical o la negociación colectiva. Señala la

sentencia:

n... en el caso examinado, exlsfe una clara justificación de la
limitación a la autonomía negocial por el papel real que juega el presupuesto

como ínstrumento básico de protección del interés general del Estado y como

principio director de la política general que justifica, al amparo del artículo 40.1

de la Constitucion, las posibles limitaciones a la autonomía negocial colectiva

en la función pública, que en esfe caso, vienen condicianadas por los siguientes

principios que no han resultado vulnerados por la actuación del Gobierno en la

Mesa negociadora de 19 de septiembre de 1996: a) El principio de legalídad,

establecido en el artículo 103,1 de la Constitución, que implica la obligación por

pañe de la Administración de actuar siempre con sometimiento pleno a la ley y

al Derecho, observando los límites que afectan a la actividad de /os órganos

con facultades negociadoras. b) El principio de competencia exigido en el
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artículo 12 de la Ley 30/1992 de 26 de noviembre sobre Régimen Jurldico de

las Administraciones P(tblicas y Procedimiento Administrativo Com(tn, teniendo

en cuenta gue se trata de una materia sobre la que el órgano actuante ha de

respetar la propuesta, pero la potestad de decisión se somete al principio de

reserua de ley. c) El principío de jerarquía normativa, que garantiza el

a¡tículo 9.3 de la Constitución y que desarrolla el artículo 51 de la Ley 30/1992,

de forma que los órganos de la Adminístración, en el adecuado uso de su

competencia, no pueden concluir pactos o acuerdos capaces de vulnerar

disposrciones de rango superior. d) El príncípio de reserua de ley y reserua

presupuestaria, de forma que la ley es el límite mínimo y máximo de la
negociacion y en la función p(tblica se puede negociar, pero teniendo en cuenta

el añículo 103.3 de la Constitución que remite a la ley la regulación del Estatuto

de los Funcionarios Ptiblicos, respetando la titularídad de la potestad legislativa,

gue de conformidad con el artículo 66.2 de la Constitución, corresponde a las

Corfes Generales".

El recurso de amparo presentado en este caso fue inadmitido por

Auto del Tribunal Constitucional 3412005, de 31 de enero de 2005. Y, en el

mismo sentido, cabe la cita del Auto 812012, de 13 de enero, del Tribunal

Constitucional, por el que se inadmite la cuestión de inconstitucionalidad

planteada frente al Real Decreto-ley 812010, de 20 de mayo, por el que se

adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, en

relación con la Ley 2612009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales

del Estado para el año 2010, por posible vulneración de los artículos 14, 31,

33.3, 37.1 y 86.1 de la Constitución española que supuso la disminución del

salario para todos los servidores públicos. En lo que a la negociación colectiva

del sector público se refíere, elTribunal Constitucional señala:

.e) Por último, y respecto de la afectación por parte de /os

preceptos cuestionados del derecho a la negociación colectiva laboral

reconocida en el art.37.1 CE, el ATC 85/2011, de 7 de iunio, la descartó en su

fundamento jurídico 8, afirmando que "del art. 37.1 CE no emana ni deriva la

supuesta intangibilidad o inalterabilidad del convenio colectivo frente a la norma

legal, incluso aunque se trate de una norma sobrevenida (SIC 210/1990, de 20

de diciembre, FFJJ 2 y 3), insistiendo el Tribunal en el contexto de esta
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declaración, en que, en vi¡tud del príncipio de jerarqula normativa, es e/

convenio colectivo el que debe respetar y someterse no sólo a la ley formal,

sino, más genéricamente, a las normas de mayor rango ierárquico y na al
contrarío (îbídem; en el mismo sentido, SSIC 177/1988, de 10 de octubre, FJ 4;

171/1989, de 19 de octubre, FJ 2; 92/1994, de 21 de marzo, FJ 2; y 62/2001, de

1 de mano, FJ 3; ATC 34/2A05, de 31 de enero, FJ 5)'. Se deduce de /as

anteriores afirmaciones gue ninguno de los preceptos legales cuestionados

afecta al derecho a la negociación colectiva, en cuanto "ni regulan el régimen

general de dicho derecho, nl la intangíbilidad del convenio colectivo se configura

como uno de sus e/emenfos esenciales"l.

Soþre la cláusula primera del Acuerdo de 12 de mano de 2A18

lnteresa al Mínisterio del lnterior precisar en particular "/as

obligaciones y compromisos que pudieran derivarse del carácter imperativo de

la cláusula Primera del acuerdo -dicha consultoría analizará las cífras de

equiparación puesto a puesto, y fijará las correccíones que sean necesanas,

que serán incorporadas una vez finalizado el trabajo de la Consultora-".

Conviene, en primer lugar, recordar el tenor literal de la cláusula

citada. Asl se expresa:

"Prímera.

La Secretaría de Estado de Seguridad se compromete a contratar

/os servicr'os de una Consultoría Externa, que fije criteríos objetivos de analisis

para garantízar que los 807 millanes de euros suponen Ia equíparación salarial

total y absoluta, Dícha consultoría analizará las cifras de equiparación puesto a

puesto, y fijará las correcciones que sean necesarias, que serán incorporadas

una vez finalízado el trabajo de la Consultora. Dicho estudio contará con la
parlícipacion de los tecnicos de la Secretaría de Estado, Policía Nacional,

Guardia Civil y por los Sindicatos y Asociaciones Profesionales que han suscrito

el presente acuerdo o que en elfuturo quieran adherirse".

Como se ha expresado en el antecedente sexto de este dictamen,

el Ministerio del lnterior procedió a formar un expediente de contratación, definir
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el objeto del contrato, someterlo a fiscalización, declarar la insuficiencia de

medios, calificar la urgencia y publicar la licitación y todos sus datos en la
Plataforma de Contratación del Sector Público. El contrato se adjudicó al mejor

postor, tras la propuesta de la Mesa de Contratación, la empresa Ernst & Young

Abogados, S. L. P., que ofertó el servicio por 99.600 euros, La Secretaria de

Estado de Seguridad, doña Ana María Botella Gómez, firmó la resolución de

adjudicación el 12 de julio de 2018.

Al parecer, el recurso a esta empresa tiene su origen en la

dificultad de conocer los datos reales de las retribuciones que perciben los

miembros de los distintos Cuerpos y Fuerzas de Seguridad. Aun cuando la

Administración General del Estado sabe cuánto paga a sus funcionarios (Real

Decreto 950/2005, de 29 de julio, de retríbuciones de las Fuerzas y Cuerpos de

Seguridad del Estado) y tiene competencias para fijar la estructura general del

sistema retributivo, muchos de los conceptos varían en el resto de las

Administraciones. Se ha de considerar que las retribuciones básicas, es decir,

las que retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo o escala a

un determinado subgrupo o grupo de clasificación profesional y por su

antigüedad en el mismo, se fijan en la Ley de Presupuestos anual. Dentro de

estas retribuciones están comprendidos los componentes de sueldo, trienios y

pagas extraordinarias y son, como dispone el artículo 23 del texto refundido de

la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, los mismos para todos los

funcionarios del mismo nivel, en su cuerpo o escala. Sin embargo, la estructura

de las retribuciones complementarias, que retribuyen las características de los

puestos de trabajo, la carrera profesional o el desempeño, rendimiento o

resultados alcanzados por el funcionario, se fijan en su cuantía y estructura por

las correspondientes leyes de cada Administración pública, como dispone el

artículo 24 de la misma norma. Y, al parecer, hay grandes diferencias en la

cuantía de los complementos de peligrosidad, turnicidad, productividad y otros,

así como en la retribución por horas extraordinarias.

En todo caso, la cifra precisa para alcanzar una completa

equiparación salarial no se conoce. El único cálculo êS, hasta ahora, la

estimación de los 807 millones de euros. Esta cifra permitírla que un funcionario

de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cobrara lo mismo que otro
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funcionario que desempeña el. mismo trabajo en un Cuerpo de Policía

dependiente de una comunidad autónoma, es decir, en la Ertzaintza, en la
Policía Foral Navarra o en los Mossos d'Escuadra.

Puede comprenderse así, que a falta de personal especializado en

el Ministerio del lnterior (aunque exista en otros departamentos), y a los efectos

de alcanzar la mayor transparencia posible, se recurriera a una empresa. Pero

como ya se expresó, la eficacia de las cláusulas del Acuerdo de 12 de marzo de

2018 se desenvuelve en un grupo normativo específico, del que es oportuno

recordar un precepto relevante. El artículo 37 ya cítado del texto refundido de la

Ley del Estatuto Básico del Empleado Público excluye de las materias

susceptibles de negociación: "2.a) Las decisiones de las Administraclones

Ptiblicas que afecten a sus potestades de organización. Cuando /as

consecuencias de las decrs¡bnes de las Admínistraciones Públicas que afecten

a sus potestades de organización tengan repercusión sobre candiciones de

trabajo de /os funcionarios prlblicos contempladas en el apañado anterior,

procederá la negaciacíón de dichas condiciones con las organízaciones

sindicales a que se refiere esfe Esfafuto ..." .

Este precepto resulta clave para interpretar el sentido de la

cláusula Primera, teniendo en cuenta el objeto del contrato, definido en el Pliego

de Prescripciones Técnicas, cláusula 2, que incluye dos tipos de prestaciones:

las primeras relacionadas con las retribuciones, la tipología de los puestos de

trabajo y las propuestas de mejora de la eficiencia en materia de organización y

retribuciones, las segundas relativas al Acuerdo y sus consecuencias.

El primer grupo de prestaciones no plantea dificultades. La

Administración está habilitada, mediante un contrato válidamente adjudicado,

para encargar estudios o informes sobre materias como las retribuciones de los

miembros del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil, los estudios

comparativos entre los dos Cuerpos estatales o los estudios comparativos con

las retribuciones de los Cuerpos de Policía autonómicos. El análisis de puestos

y funciones será útil para la mejora de la organización. Tampoco existe

inconveníente alguno en que la empresa contratada presente una propuesta,

que podrá ser valorada por la Administración.
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Sin embargo, por lo que se refiere al segundo grupo de las

prestaciones previstas en el contrato, la interpretación no puede ser la misma.

Conviene reproducir el texto:

"En relación con el Acuerdo de 12 de mazo de 2018 suscnfo entre

el Ministerio del lnterior y los sindicafos de Policía Nacional y asociaciones

profesionales de la Guardia Civil. Las prestaciones descritas deberétn facilitar en

fodo caso criterios objetivos de análisis para garantizar la equiparación salarial

completa y absoluta prevista en la clátusula Prímera del Acuerdo de fecha 12 de

mano de 2018 suscrifo entre el MÌnisterio del lnterior y los srndlcafos de Policla

Nacional y asociacíones profesionales de la Guardia Civil, así como la

veríficación de la aplicación de dicho acuerdo, Tanto la elaboración de los

criterios objetivos de análisis como la verificación del Acuerdo forman parte de

las prestacíones del presente contrato".

En estos términos, el Consejo de Estado estima que el contenido

de la cláusula primera del Acuerdo ejecutado en la cláusula 2 del contrato

excede de los márgenes posibles de la negociación y carece, por consiguiente,

de eficacia directa. Las potestades administrativas para la organización de sus

propios servicios no pueden verse desplazadas por los criterios o sugerencias

de una empresa privada. Recuérdese que, como dispone el artículo B de la Ley

4012015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: "1. La

competencra es irrenunciable y se ejercerá por los órganos administrativos que

la tengan atribuida como propia...".

Como se ha concluido hasta ahora, la eficacia directa del Acuerdo

no es idéntica para todos sus contenidos, ya que el Gobierno de España puede,

en uso de sus legítimas competencias para dirigir la política interior y exterior,

asumir o no asumir los compromísos fijados. Con mayor razón este principio

general de la interpretación debe aplicarse a la cláusula primera delAcuerdo. Ni

el Ministerio del lnterior está jurídicamente obligado a asumir como propias las

conclusiones alcanzadas por una empresa privada ni el Gobierno de España se
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encuentra vinculado por la conclusión que, eventualmente, pueda alcanzar el

estudio de esta empresa.

En estos términos, la expresiôn: "dicha consultoría analizará las

cifras de equíparación puesto a puesto, y fijará las correcciones que sean

necesarias, que serán incorporadas una vez finalizado el trabaio de la

Consultora" debe ser rectamente entendida como una posibilidad para la

Administración. En modo alguno cabe aceptar que pueda una empresa fijar la

cifra exacta en la que se concreta la equiparación salarial pretendida por la

Admínistración.

Esta conclusión no es obstáculo para entender que la

Administración General del Estado debe, en aras de la buena fe negocial,

valorar los resultados del estudio, ya que proceden de un contrato válidamente

adjudicado. Y debe, una vez recibidos los estudios e informes, abonar el precio

del contrato.

Pero tras esta valoración de los resultados, y teniendo en cuenta

también los criterios de los sindicatos de Policía y las asociaciones

profesionales de la Guardia Civil, la decisión final corresponde a quien tiene

atribuida por ley la competencia. Por expresarlo de otro modo, esta cláusula

carece de valor imperativo.

Sobre Ia cláusula octava del Acuerdo de 12 de marzo de 2018

Plantea además el Ministerio del lnterior una segunda cuestión

particular, relativa en este caso a la cláusula octava del Acuerdo de 12 de

marzo de 2018. Esta cláusula tiene el siguiente tenor literal:

"Octava.

Et Ministerio del lnteríor impulsará las medidas legislativas que

sean necesarias para garantizar que en el futuro no se pueda producir una

disfunción salarial entre las policías gue realicen las mismas funciones".
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La respuesta en este caso es más sencilla y se encuentra en el

artículo 38 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado

Públíco, que dispone:

"Artículo 38. Pacfos y Acuerdas.

(...)

3 . ( . . .). Si /os Acuerdos ratíficados tratan sobre materias somefidas

a reserua de ley que, en consecuencia, só/o pueden ser determínadas

definitivamente por /as Corfes Generales o /as asambleas /egr's/afivas de /as

comunídades autónomas, su contenido carecerá de eficacia directa. No

obstante, en esfe supuesfo, el órgano de gobierno respectivo que tenga

iníciativa legislativa procederá a la elaboración, aprobación y remisión a las

Corfes Generales o asambleas legislativas de las comunidades autónomas del

correspondiente proyecto de l9V conforme al contenido del Acuerdo y en el
plazo gue se hubiera acordado".

El Ministerio del lnterior, firmante del acuerdo, carece de iniciativa

legislativa. Según el artículo 87 de la Constitución: "7. La inîciativa legislativa

corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la
Constitución y los Reglamenfos de las Cámaras". Dentro de las obligaciones

asumidas por el Ministerio del lnterior se encuentra la de proponer al órgano

competente, el Consejo de Mínistros, la adopcién de una decisión normativa

con este contenido. Pero las potestades del Gobierno para dirigir la política

interior y exterior no pueden verse condicionadas por el Acuerdo alcanzado en

una negociación colectiva llevada a cabo para un grupo de funcionarios.

En el mismo sentido se habrá de entender que el impulso "de /as

medidas legislativas" al que se refiere el Acuerdo no vincula a las Cortes

Generales, a las que corresponde, en Su caso, la aprobación de esta norma,
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Sobre este particular es precisa una consideración adicional. Se

refiere a una iniciativa legíslativa popular, presentada por don Natan Espinosa

Pérez, en nombre de JUSAPOL, Justicia Salarial Policial. Esta plataforma

agrupa a miembros de la Guardia Civil y de la Policía Nacional. La proposición

de ley para la efectiva igualdad y equiparación salarial de las Policías del

Estado español fue presentada el 21 de septiembre de 2017. El Pleno del

Congreso de los Diputados, en su sesión de 13 de noviembre de 2018, tomó en

consideración la iniciativa con 318 votos a favor,23 votos en contra y 0

abstenciones. Votaron a favor, entre otros, el Partido Socialista Obrero Español

y el Partido Popular.

Por Real Decreto 12912019, de 4 de marzo, se disuelven el

Congreso de los Diputados y el Senado y se convocan elecciones generales. La

iniciativa ha caducado, como dispone el artículo 207 del Reglamento del

Congreso de los Diputados de 10 de febrero de 1982: "Disuelto el Congreso de

los Diputados o expirado su mandato, quedarán caducados fodos /os asunfos

pendientes de examen y resolución por la Cámara, excepto aquellos de los que

constitucionalmente tenga que conocer su Diputación Permanente".

Conclusiones

En virtud de lo expuesto el Consejo de Estado es de dictamen:

l. La correcta interpretación del contenido del Acuerdo de 12 de

marzo de 2018 y la forma de su aplicación deben tener en cuenta, por una

parte, los principios generales de la negociación colectiva, y, por otra, los límites

en que esta se desenvuelve en las Administraciones públicas. En especial, la

irrenunciabilidad e inderogabilidad de las potestades públícas. De esta premísa

se desprende que, si bien todos los contenidos del Acuerdo de 12 de marzo de

2018 deben ser apficados de conformidad con el principio de buena fe negocial,

no todos ellos tienen la misma eficacia directa, a tenor de lo previsto en el texto
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refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Ptiblico'y el resto del

grupo normativo aplicable al caso.

2. No es exigible jurídicamente al Ministerio del lnterior que ponga

en marcha la subida retributiva prevista para el segundo tramo de la

equiparación salarial, ya que ni se encuentra dentro de las competencias de

este ministerio la potestad de presentar un proyecto de Ley de Presupuestos, ni

puede aprobar una norma con rango de ley con esta finalidad.

3. El Gobierno de España puede asumir como propio el contenido

del Acuerdo, del mismo modo que lo ha hecho con el segundo acuerdo

Gobierno y sindicatos para la mejora de empleo público y las condiciones de

trabajo.

4. Si además existe una partida presupuestaria por prórroga de

presupuesto del 2018, no parece que se encuentren obstáculos para adoptar

esta decisión, reservada en todo caso a la prudente valoración del Consejo de

Ministros. El Gobierno puede decidir si se ejecutan los actos necesarios para

alcanzar la equiparación presupuestaria así como el ritmo de ampliación y los

términos de la equiparación.

5. La cláusula primera del Acuerdo de 12 de marzo de 2018 debe

ser interpretada partiendo de la validez del contrato suscrito, pero sin permitir

que las eventuales conclusiones de una empresa privada sustituyan las

decísíones que ha de tomar el Ministerio del lnterior en ejercicio de las

competencias y potestades que el ordenamiento le encomienda en cuanto a la

organización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Y en este

mismo sentido debe interpretarse lo que afecta al seguimiento del Acuerdo. No

resulta, por tanto, nijurídicamente exigible ni vinculante.
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6. La cláusula octava del Acuerdo de 12 de marzo de 2018, en

cuanto impone al Ministerío del lnterior el compromiso de impulsar medidas

legislativas, no resulta jurídicamente exigible, ya que estas medidas no están al

alcance de las competencias y potestades del Ministerio".

V. 8., no obstante, resolverá lo que estime más acertado.

Madrid, 21 de marzo de 2019

LA SECRETARIA GENERAL,

qrf,
EL PRESIDENTE ACCTAL.,

q

EXCMO. SR. MINISTRO DEL INTERIOR.


